UNA AMENAZA DE PRIVATIZACIÓN DE LA SALUD

A fínales de los 90, asistimos a la celebración a bombo y platillo por el Instituto‑Nacional de Seguridad Social (INSS) del centenario del nacimiento de la Seguridad Social en nuestro país. Unos años después, parece que nos va a tocar también a asistir, tras su cuidadoso y programado desmantelamiento, a lo que podría ser el retorno a un sistema de “Seguros Sociales", donde predomine el concepto económico de beneficio, sobre el constitucional de tutela y garantía de los derechos de los trabajadores.

Ya hace unos años se estableció la participación delas Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales en la gestión de la incapacidad temporal por contingencias comunes, atribuyéndoles competencias que hasta entonces  residían únicamente en el sector público. No satisfechos con eso, parece que nos encontramos ante otra posible vuelta de tuerca: Un proyecto de Real Decreto podría suponer en este terreno, la equiparación plena de las mutuas a un organismo de carácter público con garantía de independencia de trabajadores y empresarios, quedando facultadas, en términos de igualdad con los médicos del INSS, para la emisión del alta médica a efectos económicos, para la materialización del alta efectiva en las propuestas de alta no contestadas por la Inspección Médica en el plazo reglamentario de 3 días y para reconocer una baja cuando venga derivada de un proceso de origen profesional

Parece que se pretende con ello que sean los propios empresarios, a través de los facultativos de las mutuas por ellos constituidas, quienes controlen las prestaciones públicas de Seguridad Social. Sin querer poner en duda la formación, profesionalidad y objetividad de dichos facultativos, lo cierto es que estarían siempre bajo la sospecha de estar influidos por el sesgo de su pagador, es decir, la asociación de empresarios entre cuyos objetivos está sin duda reducir costes laborales. El argumento de que el Sistema Público de Salud a través de la Inspección de Servicios Sanitarios, seguiría teniendo la última palabra no pasaría de ser una declaración de intenciones, ya que, salvo que se actualizara y adecuara su dotación a asta nueva labor, no podría dar respuesta a un alud de intenciones de altas laborales, en el exiguo plazo de 3 días.

La Asociación Andaluza de Inspección de Servicios Sanitarios (A.A.I.S.S.) quiere denunciar ante las autoridades y la opinión pública, el peligro que supone esta situación de menoscabo progresivo de los derechos de los trabajadores. En el seno de las V Jornadas Científico Técnicas, organizadas por la A.A.I.S.S. bajo el lema "Garantizando los derechos sanitarios del Ciudadano" celebradas en Córdoba los días 15,16 y 17 de octubre, se puso de manifiesto la frontal  oposición al mismo, no sólo de los profesionales de la Inspección de Servicios Sanitarios, sino también de los responsables de la Consejería de Salud de la Junta de Andalucía que lo catalogaron de una grave intromisión en las competencias del Sistema Sanitario Público En concreto, la Secretaría General Técnica de la Consejería de Salud, en su intervención en el discurso de inauguración defendió que "La extensión de prescribir altas, con exclusivos efectos económicos a las Mutuas supondría vaciar de contenido las competencias que los Servicios Públicos de Salud tienen y ejercen en el ámbito de gestión de la Incapacidad Temporal por contingencias comunes, reduciéndolo a una prestación económica, sin el componente do prestación sanitaria y por ende, sin las garantías de protección al ciudadano que supone que sea el Sistema Sanitario Público el que, prescribe tanto el inicio corno la finalización del derecho a la prestación".

Por todo ello solicitamos de las autoridades responsables, la inmediata paralización de este proyecto, y consideramos de la máxima importancia que se dote a la Inspección de Servicios Sanitarios, en sus funciones de tutela del derecho la salud de los trabajadores, de capacidad de arbitraje para poder resolver en el orden administrativo, los conflictos que se produzcan en los procesos de baja por enfermedad. Se evitaría con ello la indefensión del trabajador al que la única vía que le queda abierta es la judicial por no existir en el ámbito administrativo ningún órgano que entienda sobre las posibles reclamaciones en este campo.


En este empeño de concienciación social, solicitamos y ofrecemos nuestra colaboración a aquellas Organizaciones y Sociedades Científicas, Agentes Sociales, y Colegios Profesionales que puedan compartir nuestros planteamientos de tutela y garantía de los derechos de los trabajadores

